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JUNIN, a los 25 días del mes de Noviembre del año dos mil diez, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Junín Doctores JUAN JOSE GUARDIOLA, RICARDO MANUEL CASTRO DURAN Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS , en causa Nº 638-2007 caratulada: "K. M. A. C/ M. D. Y CLUB RIVADAVIA DE LINCOLN S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", a fin de dictar sentencia, en el siguiente orden de votación, Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas. 

La Cámara planteó las siguientes cuestiones: 

1a.- ¿ Se ajusta a derecho la sentencia apelada ? 

2a.- ¿ Qué pronunciamiento corresponde dictar? 

A LA PRIMERA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo: 

I- A fs. 279/286vta. el Sr. Juez de primera instancia dictó sentencia, haciendo lugar a la pretensión incoada por M. A. K. contra D. D. M. y el Club Rivadavia de Lincoln, condenado a estos últimos a pagar a aquel la suma de pesos cinco mil ($5.000), con más intereses a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días, desde el 30-12-2004 y hasta el efectivo pago. Impuso las costas a los demandados y difirió la regulación de los honorarios de los profesionales intervinientes. 

De este modo, receptó la pretensión encaminada a obtener el resarcimiento de los daños que el accionante alegó haber padecido a raíz de las lesiones ocasionadas por un golpe de puño que le propinara el demandado M., preparador físico del Club Rivadavia de Lincoln, durante un partido de fútbol disputado entre dicho club y Jorge Newbery de Junín, donde aquel se desempeñaba como jugador. 

Para resolver de ese modo, y en lo que a los recursos deducidos interesa, el Dr. Cognigni comenzó desestimando la excepción de prescripción opuesta por el codemandado Martínez, sosteniendo que la presentación del aquí accionante como particular damnificado en la causa penal, suspendió el curso de la prescripción, resultando en consecuencia temporánea la promoción de la acción. 

Seguidamente, consideró que el actor persigue el resarcimiento de los daños sufridos a raíz del delito penal de lesiones leves del que fue víctima; y valorando los elementos probatorios colectados, tuvo por acreditada la versión de los hechos expuesta en la demanda y encontró responsable al demandado Martínez. 

Paralelamente, asignó responsabilidad al Club Rivadavia de Lincoln en los términos del art. 51 de la ley 23.184, por su condición de entidad participante en un espectáculo deportivo, descartando la eximente invocada por dicha entidad, basada en el hecho de un tercero, haciendo hincapié en que no reviste tal calidad el preparador físico integrante de su cuerpo técnico. 

Por último, el "a quo" fijó en la suma de pesos cinco mil ($ 5.000) la indemnización correspondiente al daño moral. 

II- Contra este pronunciamiento, M. K. dedujo apelación a fs. 292; e idénticas impugnaciones interpusieron el Dr. Marcelo H. Macías, en representación del Club Rivadavia de Lincoln, a fs. 293, y D. D. M. a fs. 294. 

III- Concedidos libremente dichos recursos, el expediente fue remitido a esta Cámara, donde a fs. 300/303 el Dr. Macías presentó la expresión de agravios, cuestionando el encuadre jurídico efectuado por el "a quo". 

Resaltó, por un lado, que su mandante no revistió el carácter de organizador del evento; y por otro, que quedó acreditada la eximente configurada por la culpa de un tercero por el que no se debe responder, dado que M.es personal ajeno al club, ya que forma parte del cuerpo técnico, que realiza una especie de gerenciamiento del equipo de futbol. 

Además, criticó la indemnización por daño moral, reputándola desmedida, haciendo hincapié en que con la pericia psicológica realizada en autos se determinó que el actor no padece incapacidad alguna derivada del hecho. 

IV- Paralelamente, el codemandado Martínez presentó la expresión de agravios a fs. 304/305vta. Allí se agravió por el rechazo de la excepción de prescripción opuesta por su parte, sosteniendo con cita de precedentes jurisprudenciales de la Suprema Corte de Justicia bonaerense, que la constitución del actor como particular damnificado no es suficiente para suspender el curso de la prescripción de la acción indemnizatoria. 

IV- A fs. 306, por falta de presentación de la fundamentación recursiva, se declaró desierta la apelación deducida por el actor, quien a fs. 313/314 contestó el traslado que le fuera corrido de las expresiones de agravios reseñadas, solicitando el rechazo de las apelaciones de los demandados y la elevación de la indemnización fijada por daño moral. 

V- A fs. 315 se dictó el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver. 

VI- En tal labor, comenzando por el tratamiento de los agravios expuestos por Martínez, adelanto que la excepción de prescripción opuesta por el mismo ha sido correctamente desestimada. 

Así lo entiendo, puesto el criterio expuesto por el apelante en apoyo de su postura, ha sido abandonado por la Suprema Corte de Justicia bonaerense a partir de la sentencia recaída en fecha 3-7-2002 en la causa Ac. 74035 "Virgili, Ricardo A. c/ Grobocopatel Hnos. S.A. Nulidad de acto jurídico.Daños y Perjuicios", donde, por mayoría, se resolvió que "La presentación del particular damnificado en ejercicio de las facultades que le confiere el artículo 87 del código procesal penal, debe equipararse en cuanto a sus efectos a la querella criminal mencionada en el artículo 3982 bis , ya que la víctima pone de manifiesto su voluntad de cooperar en la comprobación del delito y su autoría, defendiendo activamente sus derechos, y por ende, tal actividad se erige en causal de suspensión del plazo de prescripción de la acción civil, aunque no haya solicitado en sede penal la indemnización de los daños". 

Tal criterio ha sido mantenido por el superior tribunal provincial (ver causa Ac. 83.056, sent. del 1-3-2004; causa Ac. 86.016, sent. del 16-2-2005; causa Ac. 86.805, sent. del 3-5-2006), erigiéndose, en consecuencia, como doctrina legal que la presentación en sede penal como particular damnificado causa la suspensión del plazo de prescripción de la acción civil por indemnización de daños y perjuicios, hasta la terminación del proceso penal. 

Sentado ello, surgiendo de la causa penal acollarada que M. K. se presentó como particular damnificado en fecha 12-4-2005, es decir, antes del transcurso del plazo de dos años contado desde el 30-12-2004, día en que se produjo el hecho aquí debatido; resulta indudable que dicha presentación motivó la suspensión del plazo de prescripción liberatoria hasta que se entabló la demanda en fecha 16-3-2007, por lo que el ejercicio de la acción resultó temporáneo. 

Por ello, el rechazo del agravio en tratamiento se impone (arts.3982 bis y 4037  C.Civil). 

VII- Pasando a los agravios expuestos por el apoderado del Club Rivadavia de Lincoln, es dable señalar que, en mi opinión, no quedan enmarcados dentro del régimen de la ley 23.184 , cuya finalidad es prevenir hechos de violencia en los espectáculos deportivos, los casos -como el presente- en que el autor del daño es el preparador físico de uno de los equipos que se enfrentaban en un partido de fútbol, quien agredió físicamente a un jugador del equipo rival. 

Dicha ley establece un régimen complementario de responsabilidad civil para los riesgos generados por la realización de espectáculos en estadios deportivos, donde se congrega una multitud de personas (conf. C.S.J.N., in re "Mosca c/ Provincia de Buenos Aires s/ Daños y Perjuicios" ); quedando excluidos del mismo los daños causados por un protagonista del espectáculo (deportista, técnico, árbitro o participante necesario -art. 45-) a otro protagonista. 

Coincidiendo con este criterio, la Sala 2a. de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Azul, sostuvo que "No es aplicable la ley especial -ley 24.192- sobre responsabilidad en los espectáculos públicos, al caso de daños causados por el director técnico de un equipo de fútbol a un jugador, sino los principios generales que rigen la responsabilidad de los jugadores por el daño causado a otros jugadores o a terceros."(sent. del 2-8-2005, Sumario Juba B- 3101169). 

De cualquier manera, aún sometiendo el caso al régimen común de responsabilidad extracontractual, considero que ha quedado configurada la responsabilidad del Club Rivadavia, por el hecho de su dependiente M. (art.1113  del C.Civil). 

Con respecto a la noción de dependencia que da lugar a la responsabilidad extracontractual indirecta del principal, vale recordar que la misma no requiere la existencia de un contrato de trabajo ni de contrato alguno entre aquel y el causante directo del daño. 

Tampoco se necesita subordinación económica, ni que el dependiente haya sido elegido por el principal, bastando en caso de que aquel le haya sido impuesto, que este último hubiera aceptado que desempeñe sus funciones o realice el encargo. 

A la luz de estas pautas, arribo a la conclusión de que el preparador físico del equipo de fútbol reviste la calidad de dependiente del club demandado, independientemente de que haya sido contratado directamente por la institución o por algún miembro del cuerpo técnico. 

Sentado ello, resulta importante resaltar que está fuera de discusión que M. se desempeñaba como preparador físico del Club Rivadavia, ya que así lo reconoció el presidente de dicha entidad al absolver posiciones, oportunidad en la que también reconoció que el mismo se siguió desempeñando hasta la actualidad en dicha función (ver fs. 80/81, resps. a la 3a y 7a posics.). 

Lógico corolario de lo expuesto, es que no puede sostenerse razonablemente que el preparador físico se desempeña fuera de la órbita del club, o que éste no pueda impartirle órdenes, o que no se beneficia con la actividad desplegada por aquél, o que no haya aceptado su presencia. 

Es más, su presencia en el banco ocupado por el cuerpo técnico y los jugadores suplentes del Club Rivadavia, denota la necesaria relación existente entre las funciones del mismo y el hecho dañoso cometido, lo que justifica la responsabilidad del principal ((conf. Roberto Vazquez Ferreyra, "Código Civil y normas complementarias dir. Alberto Bueres y coord. Elena I. Highton", Tomo 3 A, págs. 482 y ss.). 

Con este mismo criterio, la Sala G de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil ha resuelto que "A los fines de la aplicación del art.1113, primer párrafo, del Código Civil, la noción de relación de dependencia entre el autor del hecho y el tercero civilmente responsable, no se identifica con la subordinación laboral sino que es mucho más amplia, pues es irrelevante que el trabajo sea ocasional, transitorio o permanente, que el dependiente reciba o no remuneración y que haya sido elegido por el comitente o que esté vinculado a éste por un contrato, pues es suficiente que el encargo derive de una situación de hecho." (11/09/2007, Giaconi, Santiago Pedro y otro c. Covelia S.A. y otros, DJ 26/03/2008, 802, AR/JUR/6842/2007). 

En consecuencia, habiendo arribado firme a esta instancia por falta de agravios, la responsabilidad atribuida al codemandado Martínez por haberle aplicado, durante el desarrollo del partido, un golpe de puño en el rostro al accionante, debe mantenerse la condena dispuesta al Club Rivadavia de Lincoln (arts. 43  y 1113 C.Civil). 

VIII- Pasando al tratamiento de la impugnación dirigida contra la indemnización fijada por el daño moral, cabe decir que el daño moral es una minoración en la subjetividad de la persona ocasionada por la lesión a un interés espiritual. 

Este detrimento se configura cuando se causa en el damnificado una alteración disvaliosa del espíritu o, dicho de otro modo, una perturbación anímica. 

Como esta perturbación se mantiene en el fuero íntimo de la persona, se tornan dificultosas tanto la prueba del perjuicio como la cuantificación del monto resarcitorio. 

En cuanto a la prueba, el accionante debe aportar elementos que convenzan al juez de la existencia de la alteración espiritual, es decir, de los pesares, dolores, amarguras o sufrimientos soportados. 

Sin embargo, ante determinados hechos (por ejemplo:fallecimiento de una persona, afectación de la integridad física) esa perturbación anímica puede presumirse, aunque tal presunción admite prueba en contrario. 

Con respecto a la cuantía del resarcimiento, su determinación no es tarea sencilla, ya que como el interés lesionado no es susceptible de mensuración económica, no tiene una equivalencia en dinero. Por lo tanto, para fijar la suma reparatoria debe atenderse a los costos que irrogarían determinadas satisfacciones compensatorias (por ejemplo: comodidades, descansos, diversiones, distracciones, etc.) que pueden ayudar a la víctima a sobrellevar ese momento de aflicción. 

Si bien el monto reparatorio queda librado al prudente arbitrio del juez, quien deberá sopesar las concretas circunstancias de cada caso, no debe fijarse una suma simbólica que no permita a la víctima la obtención de alguna satisfacción compensatoria ni tampoco una suma exagerada que de lugar a su enriquecimiento (conf. Jorge Mosset Iturraspe y Miguel Alberto Piedecasas, "Código Civil Comentado. Doctrina-Jurisprudencia-Bibliografía." vol., "Responsabilidad Civil", págs. 111/114). 

La ausencia de secuelas incapacitantes o la escasa gravedad de las lesiones sufridas no descarta la configuración de daño moral, sin perjuicio de que estas circunstancias incidan en la determinación de la indemnización correspondiente. 

De acuerdo a tales lineamientos, teniendo en cuenta la traumática experiencia que implica ser agredido físicamente y los dolores padecidos por las lesiones sufridas (ver fs. 8 de la causa penal); considero que M. A.án K. ha soportado un daño moral, y que la indemnización correspondiente fijada en la sentencia apelada no puede ser, en modo alguno, tildada de exhorbitante o excesiva, por lo que propongo mantenerla (art.1078  C.Civil). 

Vale aclarar que resulta inadmisible la petición de elevación de dicha indemnización formulada por la parte actora al contestar el traslado que le fuera corrido de las expresiones de agravios de los demandados, ya que tal solicitud debió ser canalizada necesariamente por vía del recurso de apelación. 

IX- En síntesis, por todo lo expuesto, propongo al acuerdo confirmar la sentencia impugnada (arts. 43 , 1078, 1113, 3982 bis  y 4037  C.Civil), con costas de Alzada a los apelantes (art. 68  C.P.C.). 

ASI VOTO. 

Los Señores Jueces DoctoresGuardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTION el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo: 

Atento el resultado arribado al tratar la cuestión anterior, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168  de la Constitución Provincial y 272  del CPCC, corresponde: 

I)- Desestimar los recursos de apelación deducidos a fs. 293 y 294; y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 279/286vta. (arts. 43, 1078, 1113, 3982 bis y 4037 C.Civil). 

II)- Las costas de Alzada se imponen a los apelantes vencidos (art. 68 C.P.C.) y se difiere la regulación de honorarios correspondiente para la oportunidad en que estén determinados los de primera instancia (art. 31  Ley 8904). 

ASI VOTO. 

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido. 

Con lo que se dio por finalizado el presente acuerdo que firman los Señores Jueces por ante mí: FDO. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria). 

JUNIN,25de Noviembre de 2010. 

AUTOS Y VISTOS: 

Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales citados y en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC, SE RESUELVE: 

I)- Desestimar los recursos de apelación deducidos a fs. 293 y 294; y en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 279/286vta. (arts. 43, 1078, 1113, 3982 bis y 4037 C.Civil). 

II)- Las costas de Alzada se imponen a los apelantes vencidos (art. 68 C.P.C.) y se difiere la regulación de honorarios correspondiente para la oportunidad en que estén determinados los de primera instancia (art. 31 Ley 8904). 

Regístrese, notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen. 

FDO. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA V. ZUZA (Secretaria).
